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Intervención sobre Fiscalización a Partidos
Si tuviéramos que elegir un tema representativo para definir la novedad del Instituto Nacional Electoral, tendríamos que ubicar entre los primeros, por su importancia, el de la fiscalización, en él se cruzan y combinan muchas de las cuestiones que han sido objeto recurrente de las críticas al Modelo Electoral Mexicano, pero en él también se resume la voluntad, el compromiso político e institucional de fortalecer a la democracia al servicio de la ciudadanía, sin achicarse por la magnitud del desafío. 
La Reforma de 2014, elevó las atribuciones del Instituto Nacional Electoral en materia de fiscalización y como no podía ser de otra forma, la norma constitucional y legal se hizo más exigente con los propios partidos políticos y sus candidatos, así como con los llamados candidatos independientes.
A diferencia de otros tiempos, ahora cualquier operación, todo ingreso o gasto debe registrarse en tiempo real en línea, de modo que la transparencia del proceso y por tanto su credibilidad, habrán de construirse cada día, como un ejercicio abierto, cotidiano, de rendición de cuentas.

Hay menos espacio para la creatividad o ingeniería contable y la opacidad. Se requiere, para que el modelo funcione, un arduo trabajo de cooperación entre las autoridades electorales y los partidos en todos los niveles de participación, sea Federal o Local. 
Como suele decirse, para que haya rendición de cuentas, debe haber primero cuentas y éstas deben ser cargadas por los partidos políticos en el sistema del Instituto Nacional Electoral. 
Aquí hay una fase de cooperación entre la autoridad y los partidos para que empiece a funcionar esta disposición de carga en línea. Por supuesto a la hora de fiscalización, el Instituto Nacional Electoral no puede ir de la mano de los Partidos Políticos, sino ponerse frente a ellos. 
Con toda su complejidad, el nuevo modelo no se reduce a la aceptación de un programa de contabilidad que lo contempla, sino que tiene por tarea el cuidar de uno de los flancos más expuestos de nuestra vida pública, de modo que en los hechos debe funcionar como el gran Acuerdo Político institucional para cuidar la salud de la República. 
No es sólo un sistema informático, contable, ahora también, lo contempla el Reglamento, trabajo de campo, visitas de verificación, auditorías a las finanzas, monitoreo en diarios, revistas y otras publicaciones, a espectaculares, a propaganda en vía pública, ahí está todo eso contenido en más de 20 artículos, que van del 287 al 311. 
Contra este nuevo dispositivo legal y organizativo, es verdad, algunas voces han señalado los peligros de la centralización, cuestión que sin duda merece nuestra atención aunque sea para insistir que el objetivo de la Reforma estriba justamente en la nacionalización de los instrumentos de la fiscalización, unificando las reglas y los procedimientos a fin de evitar, en lo posible, las distorsiones y la no correspondencia temporal entre la detección de irregularidades al momento de las sanciones.
En consecuencia, la nacionalidad de la fiscalización es una respuesta a deficiencias derivadas del esquema anterior y a la vez un poderoso instrumento para ubicar los malos manejos, así como los flujos de recursos ilícitos, que de un modo u otro intentan influir en las elecciones. 
Garantizar la eficacia en este punto, es vital para asegurar la competencia sin los fantasmas que anulan la confianza en el funcionamiento de las instituciones. Al Instituto Nacional Electoral le interesa asegurar que a la política lleguen sólo recursos lícitos y 115 que los recursos involucrados en la contienda político-electoral no alteren las condiciones equitativas de la competencia. 
Cierto que el Instituto Nacional Electoral no está sólo en esta tarea ni tampoco puede asumir funciones que le corresponden a otros órganos del Estado, pero hay recursos que antes no teníamos. 
Una de las más trascendentales innovaciones que garantizan la equidad de los contendientes, es la que se refiere al hecho de que las elecciones se puedan anular por rebasar los topes de campaña, cuestión que obliga a todos los partidos a ser muy responsables en su gasto y en el control del mismo. 
Sin embargo, es importante que la autoridad asegure la calidad de la fiscalización, a fin de que ésta sea la base objetiva contra la cual se contrasten las impugnaciones, evitando hasta el máximo que esta norma se instrumentalice para atacar deslealmente al oponente. 
Ya le tocará al Tribunal Electoral resolver en cada asunto, pero es importante, en mi opinión, aprovechar el rigor de la fiscalización para potenciar la cultura de la legalidad, que es inseparable de la contienda democrática. Pero la Reforma Electoral y este Reglamento, representan avances significativos a favor de la equidad. 

Uno de los temas que más controversia generó en el último Proceso Electoral Federal, fue el del prorrateo entre campañas y candidatos de un mismo partido político o Coalición. 
Como se sabe, gracias a una disposición reglamentaria, cada actor político podía determinar el porcentaje de gasto que se le cargaría a cada campaña, se trataba, como se denunció, de una suerte de fiscalización a la carta, al gusto del fiscalizado. 
Por ello, por ejemplo, en el acto del cierre de campaña de la Coalición “Compromiso por México”, encabezada por el PRI, en el año 2012, que se realizó el 24 de junio en el Estadio Azteca, dado que la Coalición determinó que el gasto correspondiente a la campaña presidencial pesaba el 1 por ciento y 99 por ciento restante las de los candidatos a diputados federales y senadores, de los 16 millones 588 mil pesos que se erogaron en ese acto de cierre de campaña, al candidato presidencial le fue adjudicado un gasto de 267 mil pesos. Sí, 267 mil de 16.6 millones de pesos. 
Si ese acto se hubiese fiscalizado con las reglas que hoy contienen la Ley General de Partidos Políticos y que retoma esta propuesta de Reglamento, en vez de 267 mil pesos de gasto del candidato presidencial, se le habría adjudicado un monto de 3 millones 317 mil pesos, es decir, 12 veces más; un monto erogado y fiscalizado de mil 142 por ciento adicional de lo que se reflejó en el Dictamen de Fiscalización de aquella campaña del año 2012. 
En otra ocasión dije: “La fiscalización de los recursos de los partidos políticos es el antidoping de la contienda política”. Hoy lo reitero. De que aquí en adelante entra en funcionamiento nuevas reglas, el tamaño de la tarea es enorme, pero si somos sensibles a los mensajes de la sociedad, es claro que la ciudadanía nos reclama a todos, autoridades y partidos, una respuesta transparente sin las opacidades que al final de cuentas pervierte a la voluntad ciudadana en las urnas. 
Vigilaremos el dinero, pero sin duda nos preocupa que en las campañas crezca sobre todo el contenido programático. México necesita competidores fuertes que ayuden a construir un futuro para todos, y la fiscalización más que un fin es una herramienta para lograrlo. Sólo partidos políticos auditados, revisados serán partidos políticos creíbles. 
Veamos a la fiscalización, no sólo como un instrumento punitivo, sino como una herramienta para la reconstrucción de la confianza en la política partidista que tanta falta nos hace. 

